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3. La facultad de declarar de oficio. antes de que
recaiga Sentencia definitiva y siempre que no proceda
la subsanación. la nulidad de todas las actuaciones o
de alguna en particular. se vincula y condiciona. en el
correspondiente precepto de la Ley Orgánica del Poder
Judicial en el que se establece (art. 240.2 LOPJ). a la
"previa audiencia de las partes». Como quiera que en
este supuesto concreto la lectura de las actuaciones judi­
ciales remitidas permite constatar que la Audiencia Pro­
vincial de Albacete. al tiempo de resolver recurso de
apelación interpuesto contra la Sentencia dictada por
el Juzgado de Primera Instancia de Valdepeñas en inci­
dente de ejecución promovido en autos sobre divorcio.
declaró la nulidad de lo actuado en la instancia desde
la providencia de 31 de mayo de 1988. mas sin que
previamente a tal acuerdo diese audiencia a las partes.
es evidente que se ha incumplido -por omisión- el requi­
sito establecido en el referido precepto legal.

Ahora bien. constatada tal omisión. es necesario tam­
bién examinar la incidencia material que la misma trene
sobre el derecho de defensa de las partes. pues este
Tribunal viene señalando reiteradamente que no toda
irregularidad procesal ostenta relevancia en esta sede
constitucional, de forma que sólo aquellos defectos pro­
cesales o formales que produzcan el efecto de indefen­
sión material señalado. revestirán trascendencia cons­
titucional susceptible de ser protegida en vía de amparo.

4. Pues bien. en el presente supuesto. la omisión
del trámite de audiencia previa de las partes, previsto
en el arto 240 de la LOPJ. con anterioridad a la decla­
ración ex oficio de nulidad de lo actuado. reviste aquella
trascendencia, porque al desconocimiento de tal deci­
sión y a la consecuente imposibilidad de alegar en cuanto
a su procedencia y condiciones. se une en este supuesto
concreto, la relevancia que la audiencia de ambas partes
hubiera podido tener en relación con la nulidad decre­
tada.

El Tribunal acuerda dicha nulidad por estimar que
el incidente tramitado en el Juzgado de instancia era
improcedente e inadecuado. pues únicamente se había
solicitado por la actora la ejecución de la Sentencia de
divorcio en lo atinente al pago de la pensión fijada en
el correspondiente convenio regulador a favor de la mis­
ma y de los hijos del matrimonio. Sin embargo. la lectura
de las actuaciones evidencia que aquélla no se limitó
a solicitar dicha ejecución. sino que planteó ante el órga­
no judicial a qua. por un lado. la cuestión referente a
la interpretación de las correspondientes cláusulas del
convenio relativas al importe neto o bruto de los ingresos
sobre los que se debían satisfacer las cantidades que.
en razón a un determinado tanto por ciento. se esti­
pulaban en dicho convenio; y, por otro. la insuficiencia
de lo pagado hasta entonces, que venía siendo un 35
por 100 en vez del 45 por 100 convenido. Por su parte,
el actual recurrente se opuso al pago de dicha cantidad,
si bien el 10 por 100 discutido se venía entregando
directamente. según él, a uno de los hijos del matrimonio
desde la mayoría de edad del mismo. Todo ello, sin duda
habría podido reiterarse por ambas partes. y no sólo
por el demandante, si a las dos se hubiese concedido
el trámite de audiencia previo a la aplicación de la causa
de nulidad de lo actuado por el Tribunal, pues ambas
ya insistieron en sus respectivas posiciones al interponer
el recurso de apelación contra la Sentencia que resolvió
el incidente posteriormente anulado.

El Tribunal. no obstante, omitió esa audiencia de las
partes, fundam"ntando su decisión en la indebida tra­
mitación del incidente, por considerar que la solicitud
inicial de la ejecutante no requería apertura de proce­
dimiento incidental alguno para determinar la cantidad
a embargar. pese a lo cual, posteriormente acordó en

esa misma resolución se procediese al embargo de bie­
nes del ejecutado sobre cantidad diferente a la que se
solicitaba por la ejecutante en su escrito inicial; esto
es. ordenó la ejecución sobre los ingresos netos del mari­
do. Esta contradicción interna de la propia resolución
indica por sí misma la conveniencia que en este supuesto
habría tenido la audiencia previa de las partes. a fin de
que ambas -y también la ejecutante- expusieran ante
el órgano judicial cuanto tuvieran por conveniente acerca
de la procedencia y alcanCe de la nulidad que aquél
se proponía decretar y. en consecuencia. también sobre
la eventual improcedencia del incidente en que se fun­
damentaba. Al no hacerlo así, el órgano judicial ha omi­
tido un trámite esencial para la defensa de los derechos
e intereses de las partes. lesionando, en efecto. el dere­
cho fundamental consagrado en el art. 24.1 de la CE,
por lo que la petición de amparo ha de ser, en el presente
caso. estimada por tal causa. sin que sea procedente,
conforme a lo inicialmente expuesto. el examen de los
restante motivos de vulneración constitucional en que
se fundamentan la queja del actor.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Miguel Angel
Casado Almeida y, en consecuencia:

1.° Reconocer al recurrente su derecho a la tutela
judicial efectiva sin indefensión.

2.° Anular la Sentencia de 4 de mayo de 1989,
dictada por la Audiencia Provincial de Albacete en el
recurso de apelación dimanante de incidente de ejecu­
ción núm. 958/88 del Juzgado de Primera Instancia
de Valdepeñas.

3.° Retrotraer las actuaciones judiciales al momento
inmediatamente anterior al de ser dictada la resolución
judicial que se anula, a fin de que se dé cumplimiento
a la audiencia previa de las partes. prevista en el arto
240.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Publíquese esta Sentencia en el "Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de enero de mil nove­
cientos noventa' y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon. y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno
Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz
Villalón.-Firmado y rubricado.

Sala Primera. Sentencia 11/1993, de 18 de
enero. Recurso de amparo 1.100/1989. Con­
tra Resoluciones administrativas dictadas en
expediente pisciplinario de la Zona Marítima
de Canarias y Auto del Tribunal Militar Central
que declara caducado el recurso contencio­
so-disciplinario intentado por el recurrente.
Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva: interpretación rigorista de los requi­
sitos procesales.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
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Sandra. don Rafaal de Mendizábal AUande y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguienta

SENTENCIA

En el <lIcurso de ampaFo núm. 1.100/89. intarpuasto
por don Felipa RodrlQuaz de Castro. rapresantado por
al Procurador de los Tnbunalas don Jorga Laguna Alonso.
y asistido por el Latrado don Hiro Bulchand Guidumal.
contra las Resoluciones administrativas dictadas an el
expediente disciplinario núm. 16/87 de la Zona Marítima
da Canarias y contra al Auto del Tribunal Militar Central
da 4 de abril de 1989. ha sido parta al Ministario Fisc.al
así como al Abogado dal Estado. y Ponenía el Magistrado
don Rafaal da Mendizábal Allanda. quien axpresa al para­
cer de la Sala.

1. Antecedantes

1. Don Jorge Laguna Alonso. Procurador de los Tri­
bunales. en nombre y representación de don Felipe Rodrl­
guez Castro. interpuso ellO de junio de 1989 recurso
de amparo contra las Resoluciones administrativas dio­
tadas en el expadianta disciplinario núm. 16/87 de la
Zona Marítima de Canarias y contra el Auto del Tribunal
Militar Central de 4 c!e abril de 1989. por vulneración
del arto 24 de la Constitución. Según se dice en la deman­
da. el demandante en amparo. Cabo Primero Veterano
Especialista-Sonarista de la Armada. fue objeto de un
expediente disciplinario por supuesta comisión de una
falta grave consistente an el abandono del puesto de
guardia. Tras los correspondientes trámites se le impuso
la sanción de un mes y un día de arresto. Contra las
Resoluciones dictadas en el expediente· disciplinario
interpuso el actor recurso contencioso-disciplinario mili­
tar que fue admitido a trámite por providencia del Tri­
bunal Militar Central de 14 de septiembre de 1988. Con­
tra esta providencia -en la cual se le ponla de manifiesto
el expediente en la Relatarla del Tribunal Militar Central­
formuló el actor recurso da súplica solicitando el traslado.
de dicho expediente a una da las Salas de Las Palmas.
El recurso de súplica fue desestimado en Auto da 4
de abril de 1989 por el Tribunal Militar Central qua ade­
más declaró caducado el <lICurso contencioso-discipli­
nario por no habarse presentado la demanda en el plazo
legal. .

Como fundamento del amparo se alega la existencia
de distintas vulneraciones dal arto 24 da la Constitución.
La primera queja se refiere al derecho a la asistancia

. letrada que. según el demandante. ha sido lesionado.
Invocando jurisprudancia de este Tribunal. el actor man­
tiene que cuando la sanción di.sciplinaria conlleva una
privación de libertad. en los procedimientos disciplinarios
donde se impongan ese tipo de sanciones deben. man­
tenerse las garantlas dal proceso penal. entre las qua
se encuentra la asistencia letrada. Aunque la Ley Orgá­
nica 12/1985. da Régimen Disciplinario de las Fuerzas
Armadas. parece establacar ElI carácter potestativo de
esa intervención. lo dispuesto en el arto 520 de la L.E.Cr.
yen la posterior Ley Orgánica 4/1987. de competencias
y orQanización de la jurisdicción militar. impone la asis­
tenCia da Abogado que deberá nombrarse de oficio.
según lo dispuesto por el arto 107 de la citada Ley
4/1987. si no se hubiera hecho por el inculpado. En
segundo lugar se denuncia la indefensión causada por
la negativa a practicar las pruebas propuestas:. En su
pliego de descargos el actor solicitó la testifical. que
fue denegada. Esto ha provocado que no haya existido

prueba suficiente para dasvirtuar la prasunción da ino­
cencia. Ya en la vla de la jurisdicción castrense. al Cabo
primero sancionado interpuso contra la providancia da
inadmisión del recurso contancioso-disciplinario el de
súplica. solicitando de que se le pusiera da manifiesto
al axpediente en el Juzgado Militar Territorial de Las
Palmas. Ese posible error. cometido por no contar con
Abogado o Procurador. condujo no sólo a la desesti­
mación del recurso da súplica. sino también a la decla­
ración de caducidad del procedimiento como consecuen­
cia de no habersapresentado la demanda en al plazo
legal.

En virtud de todo ello· concluye el demandante qua
se declare la nulidad dal expediente disciplinario 16/87
de la Zona Marltima de Canarias y del procedimianto
contencioso-disciplinario militar. retrotrayando las actua­

.cionas al momento de notificaCión al interasado de la
acusación contra él dirigida o. en su defecto. al momento
en qua se le notificó el pliego de cargos. Subsidiaria­
mente. solicita la nulidad de las actuaciones a partir de
la providencia que denegó la prueba solicitada. ratro­
trayendo las actuaciones a dicho trámite para complatar
la instrucción. También subsidiariamente solicita que se
ratrotraigan las actuaciones al momento an que se debió
formalizar la damanda contanciosa.

2. La Sección Primera. en providencia da 17 da julio
da aquel año. admitió a trámita la demanda de amparo
y pidió al Tribunal Central Militar y a la Zona Marítima
da Canarias que en el plazo da diez días remitiesen.
respactivamente. testimonioS del racurso contencio­
so-disciplinario militar núm, 21/88 y del axpediente dis­
ciplinario núm. 16/87. acordando formar la piaza sepa­
rada de suspensión. Una vez recibidas las actuaciones.
la Sección. en providencia da 9 da octubre. tuvo por
parsonado y parte al Abogado da' Estado y dio vista
dal presante recurso al demandante. al Ministerio Fiscal
y al Abogado del Estado. por un plazo común de veinte
dlas. para qua pudiaran alegar lo que estimaren. per­
tinente.

3. El damandante. an al escrito de alegaciones pre­
sentado el 2 de noviembre de 1989. sa ramite a la
demanda da amparo a insiste en las cuestiones plan­
teadas. Por lo qua raspacta a 1<\ asistencia letrada argu­
menta que si bien as posible que la misma pueda no
resultar preceptiva en los expedientes por faltas graves
en la jurisdicción militar. no puede olvidarse que el pre­
sente supuesto as especialfsimo dado que se inicia a
bordo de un buque y. ·en tal sentido. la Ley Orgánica
4/1987 es tajante al disponer que solamente el licen­
ciado en Derecho podrá defenderse a sI mismo (arts.
103 y 104,). El arto 107 del mismo texto legal concreta
que «en buques navegando. cuando fuera praciso instruir
diligencias o procedimiento jud.icial. de no hacer (el inte­
resado) designación alguna. se le nombrará de oficio».
En otro orden de cosas. alega que se le ha privado de
los medios de prueba necesarios y da un procedimiento
adecuado y con las debidas garantías. derecho funda­
mental que deberla haber conducido. aun si la propo­
sición da prueba sa hubiera hecho da modo incorrecto.
a la realización da una seria da diligencias para la cons­
tatación da la realidad de lo acaecido.

4. El Ministerio Fiscal. en escrito presentado el 3
de. noviembre. considera que proceda otorgar parcial­
mente el amparo. anulando el Auto del Tribunal Militar
Central que se impugna a fin de que se acuerde remitir
el expediente al Tribunal Militar Territorial que corres­
ponda de la Zona Marltima de Canarias para que· se
ponga de manifiesto al recurrente. Por lo que respecta
a la sanción administrativa, no se ha agotado la vla judi­
cial previa, incurriendo así la demanda en el motivo de
inadmisión, que en este momento procesal serIa de
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desestimación, previsto en el arto 50.1 a), en relación
con el arto 44.1 a), ambos de la LOTC. Como este Tribunal
ha declarado (ATC 854/1987). para agotar la vía judicial
previa no basta con iniciar la reclamación judicial sino
que es preciso seguirla hasta su último momento. Es
claro que, por las razones que fueren, la sanción dis­
ciplinaria impuesta al actor no ha sido revisada judicial­
mente, con lo que hay que concluir que el asunto viene'
por primera vez ante este Tribunal en cuanto a su enjui­
ciamiento de fondo.

La cuestión que debe resolverse es, pues, si el Auto
del Tribunal Militar Central ha podido incurrir en incons­
titucionalidad. Si el reproche a esta decisión hubiera que
entenderlo limitado, como parece hacer la demanda
(apartado sexto) a la violación del derecho a la asistencia
letrada, habría que desestimar el recurso. La autodefensa
en un proceso judicial. allí donde se permita, como ocurre
con las cuestiones de personal. ha de serlo con todas
las consecuencias, sin que el órgano judicial venga obli­
gado a una especie de tutela del recurrente más allá
de lo razonablemente exigible.

La demanda se refiere también, aunque siempre bajo
la rúbrica de falta de asistencia de un Abogado, a la
indefensión que se le ocasiona al recurrente por haberle
puesto de manifiesto el expediente administrativo a dos
mil kilómetros de distancia de su domicilio, lo cual lle­
varía, aun cuando la demanda no lo diga así, a una posible
infracción del art. 24.1 C.E. El recurso contencioso-dis­
ciplinario interpuesto por el demandante era competen­
cia del Tribunal Militar Territorial y no del Central. añade
el Fiscal y concluye que la negativa de este último a
remitir el expediente a otro de la misma jurisdicción con
sede en Canarias es el fruto de una interpretación de

. la legalidad innecesariamente rigurosa y entorpecedora
para la efectividad de la tutela judicial. Como la ley no
prohíbe la remisión del expediente, aunque tampoco la
prevea, corresponde a los Tribunales hacer posible y
favorecer el derecho de todos al acceso a ellos, sin que
sea constitucionalmente admisible establecer trabas no
impuestas por las leyes con carácter necesario.

5. El Abogado del Estado, en el escrito de alega­
ciones presentado también el 3 de noviembre, solicita
que se dicte Sentencia desestimatoria del amparo. Aun­
que aparentemente el recurso se dirige contra una san­
ción disciplinaria, en el hecho sexto de la demanda y
en la petición c) de la súplica está la'verdadera y propia
sustancia del proceso, cuyo único tema consiste en si
la Sala de Justicia del Tribunal Militar Central violó o
no el derecho a la tutela judicial efectiva (art. '24.1 C.E.)
cuando declaró caducado en el Auto de 4 de abril de
1989 el recurso contencioso-disciplinario promovido por
el demandante, lo que sitúa el presente recurso en la
esfera del arto 44 LOTC.

Planteada así la cuestión, resulta que no se han ago­
tado todos los recursos utilizables en la vía judicial con­
tencioso-disciplinaria contra el citado Auto, causa de
inadmisibilidad en su día y ahora de denegación del pre­
sente recurso con arreglo a lo dispuesto en el arto 50.1
al, en relación con el arto 44.1 al LOTC. Del recurso
contencioso-disciplinario promovido por el actor conocía
el Tribunal Militar Central en única instancia (art. 37
de la Ley Orgánica 4/1987). El Auto --en cuanto contiene
una declaración de caducidad del recurso- era recurrible
en súplica, de acuerdo con el arto 92 c) L.J.C.A. La apli­
cación del arto 502 de la Ley procesal militar de 13
de abril de 1989 hubiera llevado a idéntica solución.
Por todo lo cual es preciso concluir que contra el Auto
en cuestión no se ha agotado la vía judicial previa como

•exige el arto 44.1 c) LOTC.
por lo que respecta al fondo de la cuestión, la reso­

lución judicial impugnada no ha vulnerado el arto 24.1

C.E. porque la caducidad sólo es imputable al recurrente.
La Sala de Justicia del Tribunal Militar Central aplicó
en sus propios términos los pertinentes preceptos de
la L.J.CA (art. 67.2, en relación con los arts. 113 y
114.2 y 3 Y 33.3 del texto citadol y de la L.E.C. (art.
376 en relación con la Disposición adicional sexta de
la WCA). En ningún caso podría decirse que la Sala haya
interpretado todas las causas procesales con criterio no
favorable a la efectividad del derecho a la tutela judicial
efectiva. La L.J.C.A. permite a los funcionarios públicos
comparecer por sí mismos en el procedimiento de per­
sonal. regla que las SSTC 29/1984 y 166/1985 no
entienden contraria a la Constitución. El funcionario que
decide comparecer por sí mismo, prescindiendo de Pro­
curador y Abogado, que podrían nombrársele de oficio
si se dan los supuestos para ello, asume con total libertad
todos los riesgos, incluido el de su falta de pericia. Si
el actor ignoraba que el recurso de súplica carecía de
eficacia suspensiva del curso del plazo para formular
la demanda, las consecuencias desfavorables de esa cir­
cunstancia sólo a él son imputables en virtud de una
libre elección suya.

6. Finalmente, en providencia de 12 se ha acordado
señalar para deliberación y aprobación de la presente
Sentencía el día 18 del año en curso.

11. Fundamentos jurídicos

1. El recurso de amparo que ahora nos ocupa ha
sido calificado como «mixto)) por el Fiscal y no le faltan
motivos para hacerlo si se presta atención a la súplica
de la demanda, donde se mezclan pretensiones hete­
rogéneas, las tres primeras -principal una y subsidiarias
las otras- respecto de la vía administrativa y sólo la
última con referencia a la judicial. Ahora bien, este carác­
ter híbrido es más aparente que real y producto más
de la impericia que de un planteamiento deliberado. En
efecto. cualesquiera que hubieren podido ser los defec­
tos o errores cometidos en el expediente disciplinario.
resulta claro que su depuración había de hacerse en
sede jurisdiccional y, una vez agotada ésta, en sus dos
grados de instancía y casación, quedaría expedito y des­
brozado el camino para llegar al Tribunal Constitucional.
cuya actuación en amparo tiene naturaleza subsidiaria.
Así diseñado el esquema dialéctico. parece indiscutible
que la indagación y el hallazgo del objeto propio del
actual proceso despeja simultáneamente la incógnita
que se refiere a otra objección formal. causa de una
eventual inadmisibilidad, consistente en la falta de ago­
tamiento de todos los recursos utilizados dentro de la
vía judicial. exigido por el arto 44.1 a) de nuestra Ley
Orgánica.

En tal línea discursiva no merece un prolijo y extenso
esfuerzo argumental la conclusión de que el elemento
objetivo en este proceso de amparo está constituido úni­
ca y exclusivamente por el Auto que el 4 de abril de
1989 dictó el Tribunal Militar Central. Este no pone fin
a la vía judicial. por no dar respuesta cumplida a la pre­
tensión deducida contra el acto administrativo donde
se impone una sanción al demandante entonces y ahora.
pero impide la continuación del procedimiento conten­
cioso-disciplinario, cuya caducidad declara. El itinerario
seguido hasta ese momento es correcto sin duda alguna
y en él se fueron agotando las sucesivas oportunidades
de impugnación, primero en el seno de la propia Admi­
nistración militar mediante el recurso de alzada ante el
Jefe del Estado Mayor de la Armada y luego en el ámbito
jurisdiccional castrense por la interposición del conten­
cioso-disciplinario. A este, pues, han de reconducirse
todos los problemas planteados en relación con el pro­
cedimiento sancionador respecto de la asistencia de
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Abogado y la admisibilidad de las Pruebas propuestas.
así como su incidencia sobre una eventual indefensión
o sobre la presunción de inocencia que ampara a todo
imputado. .

Esos problemas componfan el contenido propio del
contencioso-disciplinario. que si se dejó caducar por inac­
tividad imputable al demandante no podrían tener cabida
aquí. El lugar idóneo para su enjuiciamiento hubiera sido
la Sentencia que pusiera fin a los dos grados jurisdic­
cionales más arriba mencionados y sólo entonces cabría
contemplarlos desde la perspectiva peculiar del amparo
constitucional. siempre y en todo caso subsidiario. como
se indicó también antes. Aquí, pues. en la exigencia del
agotamiento de la vía judicial. es donde hay que poner
el énfasis. Aun cuando en principio. según argumenta
el Abogado del Estado. contra el Auto impugnado aquí
y ahora podía interponerse otro recurso de súplica ante
el mismo Tribunal Militar Central [arto 92 c) L.J.C.A.].por
contener un nuevo pronunciamiento (la declaración de
caducidad) junto al rechazo de la súplica intentada frente
a la providencia donde se ponían de manifiesto las actua­
ciones para formular demanda. no puede prosperar sin
embargo la conclusión que se extrae de tal dato cierto.

En efecto. los recursos a cuya utilización alude el
arto 44.1 a) LOTC. como presupuesto del proceso de
amparo. no son todos los posibles o imaginables. sino
sólo aquellos que puedan ser conocidos y ejercitados
por los litigantes. sin necesidad de superar unas difi­
cultades interpretativas mayores de lo exigible razona­
blemente (STC 142/1992. por todas). En esa situación
de perplejidad se colocó al demandante. Cabo Primero
Veterano Especialista-Sonarista. lego en Derecho. que
había preferido comparecer sin la asistencia de Abogado.
opción que le permite la Ley reguladora del orden juris­
diccional en el cual actuaba. ya que en la notificación
del Auto tantas veces invocado no se le indicó la via­
bilidad de una segunda súplica.' ni de cualquier otro
medio de impugnación. Junto a tal omisión de ese con­
tenido informativo que como garantía impone la Ley
Orgánica del Poder Judicial (art, 284.4). incluso cuando
se comparece con Procurador y Abogado. ambos juris­
peritos. también puede inducir a confusión a una persona
inexperta la norma procesal que veda la apelación res­
pecto de los Autos que decidlln recursos de súplica inter­
puestos contra providencias [arto 93.2 d) L.J.C.A.]. En
suma; los errores cometidos en este aspecto son impu­
tables al órgano jurisdiccional castrense y no al inte­
resado. que se limitó a quedarse quieto como se le indi­
C;¡ba en la notificación y acudir luego como último reme­
dio al amparo constitucional. Ha de considerarse cum­
plido. pues. el presupuesto procesal que configura el
arto 44.1 a) de nuestra Ley Orgánica.

2. Una vez desechados los obstáculos formales.
quedan en pie las dos cuestiones que componen la sus­
tancia de esta controversia. una la pertinencia de la peti­
ción para que las actuaciones fueran puestas de mani­
fiesto en Las Palmas. donde tiene su domicilio el deman­
dante. y otro la adecuación al caso de la caducidad decla­
rada al mismo tiempo que se negaba aquella posibilidad.
Ambas se refieren a los dos pronunciamientos conte­
nidos en el Auto objeto de impugnación ahora. En rela­
ción con el primero de ellos conviene. ante todo. traer
aquí el texto legal aplicable. Así como en el procedi­
miento ordinario se entrega el expediente administrativo
a las partes para formular la demanda y la contestación.
dentro del procedimiento específico en materia de per­
sonal se le pone de manifiesto al demándante. como
principio. con posibilidad de entregá si comparece repre­
sentado por Procurador o Abogado (arts. 67.1. 68.1 y
114.2 Y 3 L.J.CA). El lugar de la actividad es la sede

de la Sala y concretamente la oficina judicial o Secretaría.
la Relatoría del Tribunal Militar Central en este caso.

Es evidente que la Ley tampoco prohíbe cualquier
otra solución al respecto y que las normas jurídicas han
de ser interpretadas en el contexto social del tiempo
en que hayan de ser aplicadas (Código Civil. arto 3.1).
con el apoyo que .brinda el progreso tecnológico. En
tal sentido se entrelazan algunos aspectos de la cuestión
que perteneciendo en principio al ámbito de la legalidad.
adquieren relevancia constitucional en un planteamiento
más profundo. Efectivamente. el interesado. cuya gra­
duación o rango han quedado dichos más arriba. hubiera
debido interponer el recurso contencioso-disciplinario
ante el Consejo Supremo de Justicia Militar (sic). según
se le indicó al serie notificada la resolución desestima­
toria de la alzada (24 de febrero de 1988) contra la
que le había. impuesto la sanción. aun cuando lo hizo
en el Tribunal Militar Central. cuya competencia al res­
pecto es más que dudosa. En este orden. se le asigna
el conocimiento de los «recursos jurisdiccionales en
materia disciplinaria que procedan contra las sanciones
impuestas o reformadas por... ... los Jefes de Estado
Mayor de cada Ejército». mientras que los Tribunales
Militares Territoriales conocen de los demás (arts. 34.7
Y 45.6 de la L.O. 4/1987. L.O.J.U.). Aqui se encuadra
este supuesto. si se recuerda que la Resolución del
Comandante general de la Zona (1 5 de diciembre de
1987) fue confirmada íntegramente por la Autoridad
naval superior en vía de recurso.

Pues bien. esta perspectiva. nunca contemplada por
el Tribunal Militar Central. al cual fue dirigido el inte­
resado por una errónea notificación. converge con la
estrictamente formal e instrumental que afectaba al puro
desarrollo del procesamiento. La competencia objetiva.
que es improrrogable. puede y debe ser examinada motu
propio por el órgano jurisdiccional ante quien se plantee
cualquier pretensión. ya que se trata de un presupuesto
procesal no dejado al poder dispositivo de las partes
(art. 8 L.J.CA). No lo hizo así el Central Militar en el
momento de la admisión. como autoriza ,la Ley regu­
ladora de este orden jurisdiccional [arto 62.1 al] ni luego
cuando se le pidió que el expediente fuera puesto de
manifiesto en Las Palmas. Esta petición era razonable
y atendible con el auxilio de los medios técnicos de que
se dispone en nuestros días. En una ponderación prag­
mática resultaba evidentemente más fácil hacerlo así
que exigir el desplazamiento del interesado. Efectivamen­
te. aun cuando éste sea posible y rápido por vía aérea.
impone una carga económica muy gravosa eh relación
con el nivel de remuneraciones de un Cabo Primero.
En el sentido expuesto más arriba se manifiesta nuestra
STC190/1990. donde se enjuicia un caso que guarda'
alguna semejanza con este que aquí nos ocupa.

Por otra parte. no sólo era posible la remisión del
expediente original bajo custodia y con las garantías
necesarias. sino que cabía la entrega por fotocopia auten­
tiCada. siguiendo el ejemplo que brinda el arto 790 de
la Ley de Enjuiciamiento Criminal e incluso la utilización
de otros medios de implantación reciente como el fax.
haciendo compatible la buena marcha del procedimiento
y la flexibilidad adecuada para facilitar al interesado la
defensa en juicio de sus derechos. La negativa de la
Relatoría a hacerlo así no puede calificarse como razo­
nable o proporcionada al caso. sino como rutinaria y
apegada a la letra pequeña de la norma, sin trascender
su significado. su función y. en definitiva, su finalidad.

La anulación de ese pronunciamiento conlleva nece­
sariamente la nulidad de la declaración de caducidad
del proceso, cuya base no era otra sino la carencia de
eficacia suspensiva del recurso de súplica y su falta de
virtualidad por ello para interrumpir. en este supuesto.
el plazo de formulación de la demanda. La Ley así lo
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establece aun cuando el rigor de la letra pueda ser siem­
pre vivificado por el espfritu que la inspira, humanizando
su aplicación y, por ello. ajustándola a la medida del
hombre. la última faceta de este planteamiento distor­
sionado, abocado a la indefensión del ciudadano, ha sido
ya ·aludida más arriba y consistió en la omisión de la
carga informativa. que es un añadido necesario a la noti­
ficación del Auto impugnado. donde no se le indicó al
interesado la posibilidad de formular una segunda súplica
contra el pronunciamiento nuevo -la caducidad-o En
definitiva se menoscabó así y se hizo imposible la tutela
judicial garantizada constitucionalmente. cuyo contenido
normal es conseguir una resolución sobre el fondo, por
cuya razón las causas de inadmisibilidad de la pretensión,
con un sustrato formal, han de ser utilizadas con un
criterio que evite la caída en el formalismo, perversión
de la forma si esta se entiende como garantía, que no
otra es su finalidad y su función.

FALLO

Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón. Magistrados. ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.289/89. interpuesto
por don Vicente Santos Molina Triviño. representado por
la Procuradora doña María Luisa Martínez Parra y con
la asistencia letrada de don Rafael Carlos Sáez Carbo.
frente al Auto de 19 de junio de 1989 del Juzgado
de lo Social núm. 4 de Alicante. desestimatorio de recur­
so de reposición presentado frente a providencia de 22
de abril de 1989, dictada en procedimiento núm.
998/87. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido
Ponente el Presidente del Tribunal, don Miguel Rodrí­
guez-Piñero y Bravo-Ferrer. quien expresa el parecer de
la Sala. •

Ha decidido

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑolA.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer. Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno

b) Anunciado el recurso de suplicación el 5 de
noviembre de 1987, tras ser desestimada una solicitud
de aclaración de Sentencia. se interesó la designación
de Letrado de oficio, a lo que se proveyó por el Juzgado.
formulándose por el Letrado recurso de suplicación el
17 de febrero de 1988. La Sala Segunda del TCT dictó
Sentencia el 12 de julio de 1988 revocando y anulando
la de instancia y ordenando a la Magistratura de Trabajo
que designase Letrado de oficio al actor para que le
asistiera en el acto de la vista Oral. como el mismo había
interesado.

l. Antecedentes

1. El día 5 de julio de 1989, don Vicente Santos
Molina Triviño presentó en este Tribunal un escrito en
el que manifestaba su voluntad de recurrir en amparo
y solicitaba que le fueran designados Abogado y Pro­
curador del turno de oficio.

2. Por providencia de 17 de julio de 1989. la Sec­
ción acordó tener por interpuesto recurso de amparo
y librar los despachos necesarios para designación de
los profesionales del turno de oficio.

3. Seguidos los trámites oportunos, por providencia
de 18 de septiembre de 1989 la Sección acordó tener
por hechas las designaciones correspondientes y dar pla­
zo para formalización de la demanda de amparo.

4. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia el día 9 de octubre de 1989 y que tuvo su
entrada en este Tribunal el día 11 siguiente. doña María
Luisa Martínez Parra. Procúradora de los Tribunales. en
nombre y representación de don Vicente Santos Molina
Triviño. formalizó demanda de amparo frente al Auto
que desestimó el recurso de reposición presentado frente
a la providencia de 22 de abril del mismo año dictada
en el procedimiento núm. 998/87.

5. Los hechos que dan lugar a la demanda de ampa­
ro son los siguientes;

a) El recurrente dedujo demanda laboral el 7 de
agosto de 1987, cuyo conocimiento correspondió a la
Magistratura de Trabajo núm. 4 de Alicante. En la deman­
da se interesaba la designación de Letrado de oficio.
petición que no fue tramitada por la Magistratura. Cele­
brada la vista oral el 19 de octubre de 1987 sin que
el actor contase con la asistencia de Letrado. se dictó
Sentencia desestimatoria de su demanda el 24 de octu­
brede 1987.

Sala Primera. Sentencia 12/1993, de 18 de
enero de 1993. Recurso de amparo
1.289/1989. Contra Auto del Juzgado de lo
Social núm. 4 de Alicante, desestimatorio de
recurso de reposición intentado frente a pro­
videncia que declaró desierto recurso de supli­
cación por considerarlo improcedente los
Letrados designados de oficio. Vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva: dere­
cho a los recursos y a la asistencia letrada.

Estimar el recurso de amparo interpuesto por don
Felipe Rodríguez de Castro y, en consecuencia,

1.° Reconocer al demandante su derecho a la tutela
judicial efectiva.

2.° Declarar la nulidad del Auto del Tribunal Militar
Central, de 4 de abril de 1989, dictado en el recurso
contencioso-disciplinario núm. 21/88.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento inmedia­
tamente anterior al de dictar el referido Auto. a fin de
que el Tribunal Militar Central prosiga la tramitación del
citado recurso.

Dada en Madrid, a dieciocho de enero de mil nove­
cientos noventa y' tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González Regue­
raJ.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno
Sendra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz
Villalon.-Firmado y rubricado.
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